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"2024, Año del Bicentenario del Congreso Constituyente del Estado de San Luis Potosí”.

SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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TOCA 71/2023-2
EXP. 44/2021-3

RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS-2.
JUICIO CONTENCIOSO: **********
PARTE ACTORA Y RECURRENTE: **********.

AUTORIDADES DEMANDADAS: ********** MUNICIPIO DE AQUISMÓN, SAN LUIS POTOSÍ; ********** SÍNDICO DEL AYUNTAMIENTO DE AQUISMÓN, SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIO: JUAN CARLOS ROMERO OVIEDO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de septiembre de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-2, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el dieciocho de septiembre de dos mil veintitrés, por **********, parte actora en el juicio de origen, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de catorce de junio de dos mil veintitrés, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********/2021-3, turnado a ésta Sala Superior el veintinueve de septiembre del año próximo pasado, mediante oficio **********/2023, signado por el Magistrado de la referida Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó Incompetente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expresados en el considerando Único de esta resolución.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.”
II.- Inconforme con la referida determinación, **********, parte actora en el juicio de origen, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el dieciocho de septiembre de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintinueve siguiente, atendiendo a que por auto de veintiséis del mes y año en cita, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado,
 el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2021/3.
III.- Por acuerdo de cuatro de octubre de dos mil veintitrés,
 se admitió a trámite el recurso de apelación planteado por **********, parte actora en el juicio de origen; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de impugnación a las autoridades demandadas, ********** y**********, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- Una vez que transcurrió el término de la vista y dado que no fue ejercida por las autoridades demandadas, por auto de siete de noviembre de dos mil veintitrés, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
V.- Por auto de veintinueve de noviembre de ese mismo año, se tuvo a la parte actora, por medio de su autorizada, señalando nuevo domicilio para oír y recibir notificaciones con fundamento en el artículo 29 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del presente recurso de apelación en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción IX, 9 fracción II y 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, es necesario insertar el texto de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código.
 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156,
 párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación.
 El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de **********, parte actora, en el juicio contencioso administrativo de origen.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada al actor y recurrente el cuatro de septiembre de dos mil veintitrés
, por lo que dicha notificación surtió efectos el cinco siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del seis al veintisiete de septiembre del año próximo pasado; sin contar los días nueve, diez, dieciséis, diecisiete, veintitrés y veinticuatro de agosto del mismo año, por haber sido inhábiles, conforme al artículo 15
 del ordenamiento legal en cita y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veintitrés, así como el quince de septiembre siguiente con motivo del 213 Aniversario de la Independencia de México; por lo que si el recurso de apelación se presentó el dieciocho de septiembre de dos mil veintitrés, se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

 “ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la Litis rebasa el que establece la fracción I, del citado artículo 152; lo anterior es así, toda vez que el acto impugnado en el juicio contencioso lo constituye la negativa ficta respecto a la petición contenida en el escrito presentado el tres de abril de dos mil diecinueve, dirigida al Síndico municipal de Aquismón, San Luis Potosí, mediante el cual ********** solicita el cumplimiento total del contrato de obra pública número ********** y por consecuencia el pago de la factura número 499 de veintiocho de diciembre de dos mil diecisiete, por concepto de primer estimación y finiquito de obra por la cantidad de $1´048,820.26 (un millón cuarenta y ocho mil ochocientos veinte pesos 26/100 moneda nacional),  referente a la modernización y ampliación del camino Tanchachin a la Playita en su primera etapa en la localidad de Tanchachin del Municipio de Aquismón, San Luis Potosí, autorizada mediante el ejercicio fiscal dos mil diecisiete.  

De modo que el asunto excede a la cantidad de mil quinientas UMA (Unidad de Medida de Actualización) al momento de la emisión de la sentencia recurrida, ya que si el valor de la UMA al catorce de junio de dos mil veintitrés, era de $103.74
 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional), el cual elevado mil quinientas veces resulta en $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional), por lo tanto, el monto de la apelación encuadra en el supuesto de procedencia indicado.
SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Para una mejor ilustración, se procede realizar una síntesis de las actuaciones judiciales que integran este asunto.

I. Por escrito presentado el dieciocho de enero de dos mil veinte, en la oficialía de partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, **********, demandó del ********** y**********, los actos que a continuación se transcriben:

 “La negativa (FICTA) de pago respecto del escrito de fecha 03 tres de abril del año 2019 dos mil diecinueve (ANEXO UNO), y mediante el cual también le solicite el cumplimiento de contrato de Obra Pública número **********, y por consecuencia el pago de factura número ********** por concepto de primer estimación y finiquito de obra y por la cantidad de **********”

II. Mediante auto de veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno,
 la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a las autoridades demandadas.
III. Carga procesal que por proveído de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno,
 se tuvo por cumplida en tiempo y forma, dada la presentación del escrito signado por **********, en su carácter de Síndico Municipal y representante legal del Ayuntamiento de Aquismón, San Luis Potosí, personalidad que se le reconoció con la publicación del Periódico Oficial del Estado de treinta de septiembre de dos mil dieciocho, en términos del segundo párrafo del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado
; así mismo, se ordenó correr traslado a la parte actora para que dentro del término de diez días hábiles que señala el artículo 242 del Código de la materia, ampliara su demanda, respecto a la negativa ficta que impugnó.
IV. En acuerdo de once de enero de dos mil veintidós,
 la Sala de origen, tuvo a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda y designando Perito, apercibiéndola que de no presentarlo ante este Tribunal en el término de tres días hábiles a manifestar la aceptación  y protesta del cargo conferido, se le tendría por no ofrecida la probanza denominada Pericial en materia  de Contabilidad y Auditoría; asimismo admitiendo la prueba de inspección ocular ofrecida por dicha parte, girando atento oficio a la Presidencia del Supremo tribunal de Justicia del Estado, para que en auxilio a las labores de este Tribunal de Justicia Administrativa y por su conducto lo hiciera llegar al Juzgado Mixto de Primera Instancia con sede en el municipio de Tancanhuitz en el Estado, a efecto de certificar y dar fe de la  existencia de la obra.
Por otra parte, ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran la ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles y las requirió nuevamente por única ocasión para que en el término de tres días exhibiera la copia certificada  del expediente administrativo **********, apercibidas que de no hacerlo, se presumirían por ciertos los actos que se pretendían probar con dichos documentos.
V. En auto de veintiocho de marzo de dos mil veintidós,
 el A quo tuvo a las autoridades demandadas por contestando de la ampliación de demanda en la que dio vista a su contraria parte para que manifestase lo que a su derecho conviniere y a la parte actora haciéndole efectivo el apercibimiento mencionado en el párrafo anterior; informando que el juzgado en comento señaló las doce horas del veintiocho de marzo de dos mil veintidós para que se llevara a cabo la inspección ocular admitida.
VI. En proveído de trece de septiembre de dos mil veintidós, la Sala unitaria tuvo por desahogada la inspección ocular mediante exhorto **********debidamente diligenciado; al Síndico y Representante Legal del Municipio de Aquismón, San Luis Potosí, por reconocida la personalidad con la que comparece, además de nuevo domicilio; de la misma manera acordó un nuevo domicilio para la parte actora en atención a su solicitud, y en cuanto al requerimiento hecho a las autoridades en auto de **********, se les hizo efectivo el apercibimiento; señalando fecha y hora para la celebración de la audiencia de Ley.
VII. Seguido el juicio en todas sus fases, de conformidad con lo establecido en el artículo 246 del Código Procesal de la materia y fuero, el once de octubre de dos mil veintidós,
 se desahogó la audiencia y se citó para resolver en definitiva; posterior a esto en auto de seis de junio de dos mil veintitrés la sala acordó un nuevo domicilio a solicitud de la parte actora.
VIII. Dictándose sentencia el catorce de junio de dos mil veintitrés, en la cual, la Tercera Sala Unitaria por una parte resulto incompetente para resolver la controversia, y por otra decreto el sobreseimiento del juicio dada la incompetencia para conocer del mismo; la cual constituye materia del presente recurso de apelación que aquí se analiza.

OCTAVO. Estudio. Previo a dar inicio al estudio de los disensos, se estima necesario realizar una breve síntesis de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido.
Como ya se dijo, en la sentencia de catorce de junio de dos mil veintitrés, el titular de la Tercera Sala de este Tribunal administrativo, declaró que resultó incompetente para resolver la controversia y, por otra, decretó el sobreseimiento del juicio, bajo las siguientes consideraciones:
Para dar inicio a tal resolución, el Juzgador de primera instancia consideró que era incompetente para conocer de la interpretación y resolver sobre el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales provenientes del Ramo General 33, de conformidad  con el artículo 7 de la Ley Orgánica de este Tribunal, en relación con el artículo 228 fracciones X y XI, y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el estado de San Luis Potosí.
Para ello, tomó en cuenta el contenido del escrito inicial de demanda, en el que se señaló como acto impugnado, la negativa ficta a su solicitud, por parte de las autoridades señaladas, consistente al cumplimiento del contrato de obra pública, y el pago de la referida factura; así como también del escrito de ampliación de demanda en el cual la actora le solicita al Juzgador que declare como responsable de la elaboración y firma del contrato al Municipio de Aquismón y a la vez la autoridad demandada pague los gastos financieros realizados por la actora.
La Sala de origen sostuvo que la Ley Orgánica del propio Tribunal en su artículo 7 fracción IX, menciona que se tiene competencia para conocer de los juicios que se promuevan en contra de la negativa ficta o actos de autoridad que se originen de orden público, sostuvo que aun así no era competente para conocer de la negativa ficta de la solicitud de pago, así como de la interpretación y el cumplimiento de contratos de obra pública con cargo a recursos federales, con independencia que se haya celebrado por medio de entidades federativas o municipios, mencionando el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia administrativa, reiterando como autoridad competente dicho Tribunal para conocer del asunto referido.
De esta manera, la primera instancia decretó el sobreseimiento del juicio al carecer este Tribunal de competencia para pronunciarse respecto de los actos en razón de que derivan del incumplimiento de contrato de obra pública proveniente del Ramo 33, basándose en los artículos 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7º fracción IX de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
Con base en su único considerando, la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal de Justicia Administrativa por conducto de su Titular, resolvió como textualmente sigue:
“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó Incompetente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expresados en el considerando Único de esta resolución.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.”
 Contra dicho fallo, la parte actora, aquí apelante, vierte los siguientes agravios:

 “Motivo por el cual me causa agravio dicha resolución de la cual me duelo en razón de que considero que ese H. tribunal determinó que el caso que nos atañe resultaba ser de la competencia del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y no competencia de dicho tribunal estatal, estableciendo que al haber sido celebrado por el hoy actor y el Ayuntamiento Constitucional del municipio de Aquismón, Estado de San Luis Potosí, dicho contrato, señalando que el contrato de obra pública celebrado por el hoy actor, se efectuó con cargo a recursos federales. Señalando que "CON BASE EN EL ARTÍCULO 25 FRACCION III DE LA LEY DE COORDINACIÓN FISCAL, LAS APORTACIONES QUE CORRESPONDEN AL FONDO PARA LA INFRAESTRUCTURA SOCIAL MUNICIPAL (RAMO 33), COMO EN EL CASO A ESTUDIO, SON FEDERALES, ES DECIR, DICHAS APORTACIONES, SON RECURSOS QUE DESTINAN Y SUPERVISAN LAS AUTORIDADES FEDERALES PARA LOS ESTADOS Y LOS MUNICIPIOS QUE, DADA SU ESPECIAL NATURALEZA, SE RIGEN POR DISPOSICIONES FEDERALES, AUN CUANDO PASAN A FORMAR PARTE DE LAS HACIENDAS ESTATALES Y MUNICIPALES, PERO QUE NO SE ENCUENTRAN COMPRENDIDAS DENTRO DEL RÉGIMEN DE LIBRE ADMINISTRACIÓN DE ESTOS ÚLTIMOS, PUES ES LA FEDERACIÓN LA QUE AUTORIZA SU DESTINO Y APLICACION Y, POR ENDE, LOS OTROS NIVELES DE GOBIERNO NO PUEDEN DISPONER LIBREMENTE DE DICHOS RECURSOS, PUES POR EL CONTRARIO, DEBEN SUJETARSE A LO DISPUESTO EN LOS ORDENAMIENTOS FEDERALES. EN EL CASO A ESTUDIO, TAMBIÉN RESULTA CIERTO QUE, AL ENCONTRARNOS QUE LAS CONTROVERSIAS IMPUGNADAS, CORRESPONDEN A LAS EROGACIONES DERIVADAS DE LOS CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA, CELEBRADOS ENTRE LA PARTE ACTORA Y EL H. AYUNTAMIENTO DE AQUISMON, S.LP, SON FONDOS FEDERALES, DADO QUE CORRESPONDEN AL FONDO PARA LA INFRAESTRUCTURA SOCIAL MUNICIPAL (FISM) DEL RAMO 33, LUEGO ENTONCES, ESTE TRIBUNAL, NO ES COMPETENTE PARA CONOCER TANTO DE LA NEGATIVA FICTA DE LA SOLICITUD DE PAGO, RESPECTO DEL ESCRITO DE FECHA TRES DE ABRIL DE DOS MIL DIECINUEVE Y MEDIANTE EL CUAL SOLICITO EL CUMPLIMIENTO Y PAGO DEL CONTRATO DE OBRA PÚBLICA NÚMERO AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, ASÍ COMO DE LA INTERPRETACIÓN Y EL CUMPLIMIENTO DE CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA CON CARGO A RECURSOS FEDERALES, CON INDEPENDENCIA DE QUE LOS HAYAN CELEBRADO ENTIDADES FEDERATIVAS O MUNICIPIOS, PUES LO QUE DEFINE LA COMPETENCIA PARA CONOCER DEL PRESENTE ASUNTO, LO ES EL CARÁCTER FEDERAL DE LOS RECURSOS EMPLEADOS Y EL MARCO NORMATIVO QUE RIGE LA COMPETENCIA MATERIAL DE ESTE TRIBUNAL, NO LE CONFIERE LA ATRIBUCIÓN DE RESOLVER INTEGRALMENTE SOBRE EL PRESENTE ASUNTO, LO QUE SE CONCLUYE, COMO YA SE HA SEÑALADO ANTERIORMENTE, DADA LA NATURALEZA FEDERAL DE LOS RECURSOS EMPLEADOS PARA REALIZAR LAS OBRAS MAIERIA DE LOS CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA. REFERIDOS EN PÁRRAFOS ANTERIORES”
Por lo anterior, esta Alzada advierte que la Sala responsable solo se limitó a resolver sobre su incompetencia para conocer el presente asunto, sin atender  los argumentos expuestos por la actora en este asunto, y en ese sentido, consideró también que por ende resultaba incompetente para conocer sobre la negativa ficta impugnada por la actora.
Ahora bien, como preámbulo, es menester señalar que la competencia es un presupuesto procesal, verificable de oficio al ser de orden público, ya que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria que dio origen a la jurisprudencia P./J. 21/2009, sostuvo que dicha figura jurídica, en términos comunes, alude a incumbencia y aptitud, que en el ámbito jurídico se utiliza para referirse a la atribución legítima de un Juez para el conocimiento o resolución de un asunto. 
Por otra parte, contempló su definición, en donde precisó que competencia: "...es la cualidad que legitima a un órgano judicial, para conocer de un determinado asunto, con exclusión de los demás órganos judiciales de la misma rama de la jurisdicción." 

Así mismo, sostuvo el Máximo Tribunal del País, a través de la entonces Tercera Sala, que la “jurisdicción” es la potestad de que están revestidos los jueces para administrar justicia, en tanto que la “competencia” se ha definido como la facultad para conocer de ciertos asuntos. 

Así, un Juez puede tener jurisdicción y no competencia para resolver un asunto; empero, no puede suceder lo contrario, es decir, que existan órganos jurisdiccionales que tengan competencia para solucionar un conflicto, pero no tengan jurisdicción, ya que todos los jueces cuentan con ella.

Así dispone la tesis de la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la página 1648, Tomo XXV, del Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, cuyo rubro y texto establecen: 

“JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. Frecuentemente se confunden estos dos conceptos, pero debe entenderse que la jurisdicción es la potestad de que se hallan revestidos los Jueces para administrar justicia, y la competencia, la facultad que tienen para conocer de ciertos negocios, ya por la naturaleza misma de las cosas, o bien por razón de las personas. La jurisdicción es el género, y la competencia la especie. Un Juez puede tener jurisdicción y no competencia, pero no al contrario. Para que tenga competencia, se requiere que el conocimiento del pleito le esté atribuido por la ley. La jurisdicción y la competencia emanan de la ley, más la competencia algunas veces también se deriva de la voluntad de las partes, lo que no sucede con la jurisdicción.”

Ahora bien, al ser la competencia el límite de la jurisdicción, es decir, es el ámbito en el cual la autoridad judicial válidamente puede ejercer sus atribuciones y facultades otorgadas por el Estado y constituye un presupuesto procesal, naturalmente de análisis preferencial a la procedencia o improcedencia de la demanda; y por ende, exige ser atendido primordialmente.
Bajo esa tesitura, la apreciación de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal para determinar la competencia legal, señaló que era en acato de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí; y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al tratarse de una controversia administrativa sobre interpretación y cumplimiento de contratos, suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción, aun así que el  presente asunto es atribuible de recursos provenientes del Fondo para la Infraestructura Social Municipal (FISM),  del Ramo 33, asignados para el ejercicio fiscal dos mil diecisiete; aprobados por el Consejo de Desarrollo Social Municipal en sesión ordinaria de veintinueve de abril de dos  mil diecisiete. 
Sin embargo, resulta obligatorio observar lo establecido en el artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, el cual dispone que el Tribunal es competente para conocer tanto de la negativa ficta configurada en razón de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos relacionados, entre otros supuestos, con la interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal, a saber:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”

En tal virtud, dado que la obra materia del contrato **********, se ejecutó con recursos federales del Ramo 33, correspondientes al Fondo para la Infraestructura Social Municipal, es de considerarse que este Tribunal tiene plena competencia para conocer respecto de la interpretación y cumplimiento de dicho contrato de obra pública, ya que lo celebró el Ayuntamiento de Aquismón, San Luis Potosí y el particular, aquí recurrente. 
Por otra parte, esta Alzada no soslaya el hecho de que la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios de San Luis Potosí, regule y coordine las acciones relativas al ejercicio, control y evaluación de los recursos federales del Ramo 33, ya que ello se realiza dentro del marco de coordinación fiscal que prevé el artículo 49 de la Ley de Coordinación Fiscal, en donde se confiere la administración y ejercicio de las aportaciones federales a los gobiernos locales conforme a sus propias leyes. Dispositivo legal que a la letra establece lo siguiente: 

“Artículo 49. Las aportaciones y sus accesorios que con cargo a los Fondos a que se refiere este Capítulo reciban las entidades y, en su caso, los municipios las alcaldías de la Ciudad de México, no serán embargables, ni los gobiernos correspondientes podrán, bajo ninguna circunstancia, gravarlas ni afectarlas en garantía o destinarse a mecanismos de fuente de pago, salvo por lo dispuesto en los artículos 50, 51 y 52 de esta Ley. Dichas aportaciones y sus accesorios, en ningún caso podrán destinarse a fines distintos a los expresamente previstos en los artículos 26, 29, 33, 37, 40, 42, 45, 47, así como lo dispuesto en el presente artículo de esta Ley. 

Las aportaciones federales serán administradas y ejercidas por los gobiernos de las entidades federativas y, en su caso, de los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México que las reciban, conforme a sus propias leyes en lo que no se contrapongan a la legislación federal, salvo en el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, en el cual se observará lo dispuesto en el artículo 26 de esta Ley. En todos los casos deberán registrarlas como ingresos que deberán destinarse específicamente a los fines establecidos en los artículos citados en el párrafo anterior. 

Para efectos del entero de los Fondos de Aportaciones a que se refiere el artículo 25 de esta Ley, salvo por lo dispuesto en el artículo 52 de este capítulo, no procederán los anticipos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 7o. de la misma. 

El control, la evaluación y fiscalización del manejo de los recursos federales a que se refiere este Capítulo quedará a cargo de las siguientes autoridades, en las etapas que se indican:

I.- Desde el inicio del proceso de presupuestación, en términos de la legislación presupuestaria federal y hasta la entrega de los recursos correspondientes a las Entidades Federativas, corresponderá a la Secretaría de la Función Pública; 

II.- Recibidos los recursos de los fondos de que se trate por las Entidades Federativas, los Municipios y las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, hasta su erogación total, corresponderá a las autoridades de control y supervisión interna de los gobiernos locales. La supervisión y vigilancia no podrán implicar limitaciones ni restricciones, de cualquier índole, en la administración y ejercicio de dichos Fondos;

III. La fiscalización sobre el ejercicio de los recursos de los Fondos a que se refiere el presente Capítulo corresponde a la Auditoría Superior de la Federación en los términos de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación; 

IV. La Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, al fiscalizar la Cuenta Pública Federal que corresponda, verificará que las dependencias del Ejecutivo Federal cumplieron con las disposiciones legales y administrativas federales y, por lo que hace a la ejecución de los recursos de los Fondos a los que se refiere este capítulo, la misma se realizará en términos de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación. Para efectos de la fiscalización a que se refiere el párrafo anterior y con el objeto de fortalecer el alcance, profundidad, calidad y seguimiento de las revisiones realizadas por la Auditoría Superior de la Federación, se transferirá a ésta el 0.1 por ciento de los recursos de los fondos de aportaciones federales aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, con excepción del componente de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo. La Secretaría deducirá el monto correspondiente de los Fondos antes referidos, y lo transferirá a la Auditoría Superior de la Federación a más tardar el último día hábil del mes de junio de cada ejercicio fiscal; 

V. El ejercicio de los recursos a que se refiere el presente capítulo deberá sujetarse a la evaluación del desempeño en términos del artículo 110 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Los resultados del ejercicio de dichos recursos deberán ser evaluados, con base en indicadores, a fin de verificar el cumplimiento de los objetivos a los que se encuentran destinados los Fondos de Aportaciones Federales conforme a la presente Ley, incluyendo, en su caso, el resultado cuando concurran recursos de la entidades federativas, municipios o demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 

Para efectos de la evaluación a que se refiere el párrafo anterior, se transferirá hasta el 0.05 por ciento de los recursos de los fondos de aportaciones federales aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, con excepción del componente de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, al mecanismo que para tal efecto establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

En el caso de los recursos para el pago de servicios personales previsto en el Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, las autoridades de control interno de los gobiernos federal y de las entidades federativas supervisarán, en el ámbito de sus respectivas competencias, el proceso de integración y pago de la nómina del personal educativo. Asimismo, la Auditoría Superior de la Federación fiscalizará la aplicación de dichos recursos. 

Cuando las autoridades de las entidades federativas, de los municipios o de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que en el ejercicio de sus atribuciones de control y supervisión conozcan que los recursos de los Fondos no han sido aplicados a los fines que por cada Fondo se señale en la Ley, deberán hacerlo del conocimiento de la Auditoría Superior de la Federación y de la Secretaría de la Función Pública en forma inmediata. 

Por su parte, cuando la entidad de fiscalización del Poder Legislativo local, detecte que los recursos de los Fondos no se han destinado a los fines establecidos en esta Ley, deberá hacerlo del conocimiento inmediato de la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en que incurran los servidores públicos federales o locales por el manejo o aplicación indebidos de los recursos de los Fondos a que se refiere este Capítulo, serán determinadas y sancionadas por las autoridades federales, en los términos de las leyes federales aplicables.”
De la exégesis del precepto transcrito, se colige que el control, evaluación y fiscalización del manejo de los recursos federales quedará a cargo de diversas autoridades, entre ellas las locales, según las etapas en que dispone se encuentren.

Este Tribunal reafirma que la competencia, constituye una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada, en ese orden, del primer párrafo del artículo 16 y del precepto 14, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Es así como encuentra sustento y toma vital importancia en el presente asunto la jurisprudencia PR.A.CN. J/57 A (11a.) contenida en el Semanario Judicial de la Federación.
APORTACIONES FEDERALES. EL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ TIENE COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE NULIDAD EN QUE SE IMPUGNEN ACTOS RELACIONADOS CON EL INCUMPLIMIENTO DE CONTRATOS DE OBRA PÚBLICA Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LOS MISMOS, CON CARGO A ESTOS RECURSOS.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes emitieron criterios contradictorios al analizar si fue correcto que el Tribunal Estatal de Justicia Administrativas de San Luis Potosí desechara una demanda de nulidad presentada contra actos relativos al incumplimiento de contratos de obra pública y servicios relacionados cuya erogación se realiza con cargo a aportaciones federales que fueron transferidas de la Federación al Estado o a sus Municipios, conforme al Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación. Mientras que uno negó el amparo porque consideró correcto el desechamiento, ya que al encontrarse inmersos en la Litis recursos de naturaleza federal corresponde conocer al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el otro lo concedió y ordenó se admitiera la demanda de nulidad, pues la competencia para conocer de las demandas, aun cuando los contratos tengan cargo a aportaciones federales, le asiste al

tribunal local.

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México determina que la competencia para conocer de las demandas de nulidad en las que se impugnen actos relacionados con el incumplimiento de contratos de obra pública y servicios relacionados, cuya erogación se paga con cargo a aportaciones federales transferidas de la Federación al Estado de San Luis Potosí o a sus Municipios, conforme a lo previsto en el Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación, corresponde al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Justificación: Conforme a diversos criterios jurisprudenciales establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las aportaciones federales previstas en el Presupuesto de Egresos de la Federación, no pierden su naturaleza federal, aun cuando se transfieran a los Estados o a los Municipios, ya que son recursos económicos originados y contenidos en el referido instrumento normativo federal.

De la interpretación conjunta de la Constitución Federal, de la Ley de Coordinación Fiscal, de la Ley de Planeación y de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, que regulan las aportaciones federales, en relación con la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, estas dos últimas del Estado de San Luis Potosí, se desprende que las aportaciones federales del Ramo 33 transferidas al Estado de San Luis Potosí y a sus Municipios constituyen recursos federales que se ceden al Estado y/o a los Municipios para la contratación y realización de obras públicas y servicios que satisfagan el objetivo asignado por el legislador federal en el referido presupuesto, por lo que su erogación y destino final queda a cargo de la entidad federativa con fundamento en las leyes locales antes mencionadas.

Por otra parte, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa no se advierte que ese órgano jurisdiccional sea competente para conocer de juicios de nulidad en los que se impugnen actos relacionados con el incumplimiento de contratos de obra pública y servicios relacionados con los mismos, cuya erogación se realice con cargo a recursos de naturaleza federal, mientras que acorde con la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, dicho órgano jurisdiccional sí tiene competencia para conocer de asuntos en los que se controviertan los actos referidos, siempre que los contratos se hayan celebrado con fundamento en la Ley para la Administración de las Aportaciones Transferidas al Estado y Municipios y la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, para el Estado y Municipios, ambas de San Luis Potosí.

En consecuencia, si en una demanda de nulidad se impugnan actos relacionados con el incumplimiento de contratos de obra pública y servicios relacionados con los mismos, cuya erogación se realiza con cargo a aportaciones federales transferidas de la Federación al Estado de San Luis Potosí o a sus Municipios, conforme a lo previsto en el Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación, corresponde conocer de dicha acción al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, conforme al artículo 7o., fracción IX, de su Ley Orgánica.

Así las cosas, de la jurisprudencia anteriormente citada se tiene que, a las instancias de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia.

Como dato esencial, conviene precisar que todas las sentencias que emitan las Salas de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, deben satisfacer los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

En ese aspecto, se advierte que el marco normativo establece que los fallos que emitan las Salas deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación, formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omisiones, ni añadir o variar los hechos; es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.
Con relación al principio de congruencia que debe regir en el dictado de las sentencias, la Tercera Sala del Máximo Tribunal de la Nación estableció el siguiente criterio:
 “SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS. El principio de congruencia estriba en que las sentencias deben estar en armonía o concordancia con la demanda y la contestación formuladas por las partes; es decir, que lo fallado debe estar de acuerdo con los hechos invocados por las partes en los escritos que fijan la litis y que el juzgador debe encuadrar en el derecho que les sea aplicable, según el resultado del examen de las pruebas rendidas para demostrarlos. La sentencia que resuelve que el actor no probó los hechos constitutivos de la acción intentada en su demanda, y absuelve a la parte demandada de las prestaciones reclamadas, podrá ser el resultado de una incorrecta apreciación de las pruebas rendidas en el juicio; pero dicha sentencia no será incongruente, si no altera los hechos de la litis ni cambia la causa de pedir invocada en los escritos que la forman.”

En ese sentido, el principio de congruencia exige, en términos generales, que las sentencias se ajusten a la litis planteada; esto es, debe existir una relación de concordancia entre lo solicitado por las partes y lo resuelto por el juzgador.
Asimismo, la doctrina jurídica identifica dos clases de congruencia, a saber: la interna y la externa. La primera consiste en que la sentencia no contenga resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí o con los puntos resolutivos. La congruencia externa exige que la sentencia resulte acorde con los términos de la Litis, lo cual se traduce en un imperativo para los órganos jurisdiccionales, los cuales deben resolver la controversia atendiendo a lo planteado por las partes en su demanda y contestación a ésta, sin omisión alguna, ni añadir o variar los hechos valer por los contendientes, estudiando además, los medios de convicción que sean ofrecidos por las partes.

           Atento a lo anterior, en suplencia de la deficiencia de los motivos de disenso hechos valer por el apelante, en términos de lo dispuesto en el artículo 156, del Código Procesal Administrativo del Estado
, esta Alzada, advierte que la sentencia recurrida de catorce de junio de dos mil veintitrés, no satisface de manera plena los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir las sentencias comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que, lo conducente es revocar dicho fallo.
NOVENO. Se reasume jurisdicción. En tales condiciones, toda vez que se revocó la sentencia recurrida de catorce de junio de dos mil veintitrés y, en virtud de la inexistencia de reenvío, esta Sala Superior aborda las cuestiones que fueron omitidas por la Sala de Origen.

Encuentra aplicación analógica a la presente decisión, la siguiente jurisprudencia aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.
“APELACION. CUANDO EL TRIBUNAL DECIDE REVOCAR O MODIFICAR LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO, DEBE EXAMINAR OFICIOSAMENTE LA LITIS DEL JUICIO A EFECTO DE NO DEJAR INAUDITA A LA PARTE QUE OBTUVO EN PRIMERA INSTANCIA. No existiendo reenvío en la apelación, si con motivo de la interposición de dicho recurso el tribunal de alzada decide revocar o modificar la sentencia de primer grado, además de los agravios expresados por el apelante, debe examinar oficiosamente la totalidad de los puntos que constituyen la litis del juicio y apreciar las pruebas que en él se hubiesen rendido que, de no tenerse en cuenta, pudieran dejar inaudita a la parte que careció de la oportunidad de plantearlos por haber obtenido todo lo que pidió, ya que al haberle resultado favorable el fallo que decidió la controversia en primera instancia, no tenía por qué recurrir esa sentencia que sólo le beneficiaba, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Consecuentemente, si no se suple la falta de agravios de dicha parte, se transgrede la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.”

En ese sentido, para mayor entendimiento, se procede a fijar la litis en el juicio contencioso administrativo 44/2021/3, la cual se circunscribe a reconocer la validez, o en su defecto, la invalidez de la resolución negativa ficta por parte de las autoridades demandadas con respecto a la solicitud de tres de abril de dos mil diecinueve, dirigida al Síndico Municipal de Aquismón, San Luis Potosí, como representante legal del Municipio de Aquismón, referente al cumplimiento de contrato de Obra Pública número **********, y por consecuencia el pago de factura número **********de veintiocho de diciembre de dos mil diecisiete, por concepto de primer estimación y finiquito de obra y por la cantidad de ********** relativo a la obra pública correspondiente a la modernización y ampliación del camino Tanchachín – La playita primera etapa en la localidad Tanchachin del Municipio de Aquismón, San Luis Potosí, autorizada mediante el ejercicio fiscal dos mil diecisiete y que no se ha dado cumplimiento al pago.  
En ese sentido, la parte actora esgrimió los siguientes conceptos de impugnación:

“VIll.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN:

PRIMERO. - Lo es la negativa (FICTA) de pago de la factura número 499 de fecha 2017/12/28 por concepto de primer estimación y finiquito de obra y por la cantidad de $ 1,048,820,26 (UN MILLÓN CUARENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS VEINTE PESOS 26/100 M.N.), cantidad adeuda por la demandada MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P. y el cumplimiento del contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11, pues al haber solicitado el suscrito en más de una ocasión el pago oportuno de dichas cantidades y más aún al haberlo realizado mediante escrito de fecha 03 tres de abril del 2019 dos mil diecinueve dirigido y recibido por el Síndico Municipal del Municipio de Aquismón, S.L.P. en esa misma fecha mediante el cual le solicite el cumplimiento de contrato de Obra Pública número AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11 y por consecuencia el pago de la factura número 499 de fecha 2017/1 2/28 por concepto de primer estimación y finiquito de obra y por la cantidad de $ 1,048,820.26 (UN MILLON CUARENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS VEINTE PESOS 26/1 00 M.N.), además de también haber solicitado copias certificadas de dicho Contrato de Obra Pública, así como las copias de las Facturas, solicitudes de cotización, actas de adjudicación, invitaciones de participación y aceptación de participación acompañada de la documentación legal, fianzas de anticipo y cumplimiento, estimaciones y bitácora de esa obra y contrato; sin que hasta la fecha se me haya dado alguna respuesta, pues ya pasaron más de 18 dieciocho meses sin tener respuesta alguna por parte del Municipio de Aquismón, S.LP.. hecho que considero salvo su justa apreciación que es una negativa ficta a la solicitud realizada al MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P. con respecto a la solicitud de pago de la cantidad adeudada y complimiento de contrato de obra pública realizada por el suscrito, pues el numeral 3° del Código Procesal Administrativo para el estado de San Luis Potosí en su fracción XVI señala que se entiende por Negativa Ficta a la figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular.

No pasa por desapercibido para el suscrito que el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito señalan que para demandar en Juicio Contencioso Administrativo el incumplimiento de un contrato de Obra Pública es menester que exista un acto de autoridad expreso o tácito, cosa que en la especie sucedió solo al omitir la demandada dar contestación en tiempo y forma a mi escrito de fecha (…), pues la no contestación y omisión se traduce en un acto consentido, consumado y tácito de una negativa ficta, con respecto al cumplimiento del contrato de obra pública y el pago de las facturas y cantidades adeudadas por el Municipio de Aquismón, S.L.P. (…)
SEGUNDO.- Lo es el cumplimiento del CONTRATO DE OBRA PUBLICA con el MUNICIPIO DE AQUISMÓN, S.LP, representado en ese acto por la C. YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECHAVARRIA, en su carácter de Presidenta Municipal, el C. SANTOS GREGORIO RAMIREZ HERNANDEZ, Síndico Municipal y el C. LIC. JOSE JUAN CASTILLO CERVANTES Secretario General de ese H, ayuntamiento, con la encomienda de realizar los trabajos consistentes en la MODERNIZACIÓN Y AMPLIACIÓN DEL CAMINO TANCHACHÌN - LA PLAYITA 1° ETAPA EN LA LOCALIDAD DE TANCHACHÍN, MUNICIPIO DE AQUISMON, S.LP. con un monto total de (…), toda vez que en su CLAUSULA TERCERA párrafo seis establece que "las ESTIMACIONES por trabajos ejecutados deberán pagarse por parte de El MUNICIPIO bajo su responsabilidad, en un plazo no mayor de 20 (veinte) días naturales contados a partir de la fecha en que hayan sido autorizadas por la residencia de obra y que EL CONTRATISTA haya entregado factura correspondiente fecha que se hará constar en la bitácora de los trabajos y en las propias estimaciones. " Lo anterior derivado de que el suscrito presente ante el Residente de obra la primer estimación y finiquito de la obra, en razón de que la misma ya había sido terminada, por lo que una vez aprobada esta, el suscrito elabore y presente la factura (…), motivo por el cual considero salvo su justa apreciación que la Demandada Incumplió con el contrato de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-1 1, pues hasta la fecha no me ha sido liquidada dicha factura, no obstante y BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD el suscrito solicite en múltiples ocasiones al MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P. el pago correspondiente en razón de que la obra pública pactada ya había sido terminada y entregada a el MUNICIPIO DE AQUISMÓN, S.LP., aun y cuando solicite la tramitación del procedimiento de conciliación respectivo. También considero salvo su justa apreciación que la demandada vulnero en mi perjuicio lo consagrado por el numeral 122 de la Ley de Obras y Servicios relacionados con las mismas (…)
TERCERO.- Lo es también el hecho de que se dé cumplimiento a la CLAUSULA SEXTA del contrato de obra pública AQUIS/2017/R-33 FISM/IR-11 misma que señala "GASTOS FINANCIEROS En el caso del incumplimiento en el pago de las estimaciones "EL MUNICIPIO" a solicitud de "EL CONTRATISTA", deberá pagar gastos financieros a una tasa que será igual a la establecida por la ley de ingresos de la federación en los casos de prórroga para el pago de créditos fiscales, dichos gastos empezaran a generarse cuando las partes tengan definido el importe a pagar y se calculará sobre las cantidades no pagadas, debiéndose computar por días naturales desde que sean determinadas hasta la fecha en que se pongan efectivamente las mismas a disposiciones del "EL CONTRATISTA" de conformidad con el artículo 55 de la Ley de Obras Publicas y Servicios relacionados con las mismas." Lo anterior en razón de que considero salvo su recto criterio que se debe de dar cumplimiento a dicha cláusula toda vez que el Municipio de Aquismón, S.LP. no ha dado cabal cumplimiento con dicho contrato al no realizar el pago de la factura (…), transgrediendo de esta manera la demandada en mi perjuicio también lo estipulado por el artículo 138 de la Ley de Obras Publicas y Servicios relacionados con las mismas, (…)
CUARTO. - Ahora bien y en el caso que nos ocupa, las autoridades demandadas no cumplieron con las obligaciones pactadas mediante el contrato de obra pública (…), mismo que se anexa a la presente como ANEXO UNO, (…) aunado a que si bien es cierto el artículo 155 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas impone a la institución, en este caso MUNICIPIO DE AQUISMON, S.L.P. pues es quien otorgo el contrato señalado con anterioridad, la responsabilidad de la elaboración y firma del finiquito del contrato, cosa que en la especie no sucedió, pues en este contrato la demandada no cubrió y cumplió con lo pactado en dicho contrato, numeral que señala:

ARTÍCULO 155. Será responsabilidad de la institución que otorgó el contrato, la elaboración y firma del finiquito, independientemente de que el contratista dé o no el aviso de terminación de los trabajos.”
A juicio de esta Sala Superior y en suplencia de la deficiencia de los motivos de disenso hechos valer por la accionante, en términos de lo dispuesto en el artículo 248, párrafo segundo del Código Procesal Administrativo del Estado
, los agravios que hace valer la aquí apelante resultan parcialmente fundados; por ende, suficientes para revocar el fallo impugnado, lo anterior, para los efectos que más adelante se precisaran, conforme a las siguientes consideraciones.
En virtud de la omisión o silencio para emitir una respuesta por parte de las autoridades demandadas  a la solicitud que realizo la actora en escrito de tres de abril de dos mi diecinueve, dirigido al Síndico Municipal de Aquismón, como representante legal del Municipio de Aquismón, San Luis Potosí, se tiene por configurada la negativa ficta en el presente asunto, acto impugnado que se prevé en los artículos 3 fracción XVII y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que a la letra dice:
“ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:
(…)
XVII. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;

ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tr es m eses el tiempo par a que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 
Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”
Ahora bien, de un análisis realizado al expediente de origen, se advierte que como probanza de lo que demanda la actora adjunta a las constancias, copia del contrato de obra pública **********, objeto de la presente apelación, misma que al ser documental pública hace prueba plena de conformidad con lo establecido por el artículo 72, fracción I, en relación con el normativo 74, del Código Procesal Administrativo del Estado
, se encuentran las siguientes generalidades:

 En el apartado denominado “CLAUSULAS” del contrato en mención, en la Tercera de ellas se establecen las formas de pago por trabajos realizados y sobre estimaciones mensuales que se deberían de registrar en la bitácora que controlaría la residencia de la obra, en la Décima, el pazo de ejecución de la obra,  en la Vigésima Primera, define sobre la bitácora convencional de avance de la obra, en la Vigésima Segunda, sobre el acta correspondiente que se deberá elaborar el Residente de obra para la entrega y recepción total de los trabajos realizados, y en la Vigésima Tercera,  sobre el finiquito y terminación de contrato que deberán elaborar conjuntamente tanto el Contratista como el Residente de obra para obtener el saldo resultante por concepto de las estimaciones generadas a favor o en contra de las partes. 
De manera que, si bien es cierto que se configura la negativa ficta en el presente asunto, que deriva de la omisión de respuesta de la autoridad demandada a la solicitud que realizo la actora en escrito de tres de abril de dos mi diecinueve, dirigido al Síndico Municipal de Aquismón, como representante legal del Municipio de Aquismón, San Luis Potosí, también es cierto que no obra en autos prueba alguna que demuestre la existencia de la conclusión de dicha obra pública; es decir, el acta o constancia de conclusión de obra, así como los registros en la bitácora, conforme a los procedimientos que establece la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, esto con la finalidad de que existiera una motivación a que la autoridad no fuese omisa o silenciosa en su respuesta a la pretensión de la actora; de esta manera, se tiene entonces que no se trata de un acto definitivo, porque si bien el actor demando la negativa ficta de pago, la cual se tiene configurada en esta instancia, aun así, ese motivo no es suficiente para tener que demostrar la existencia de un acto definitivo con respecto a la terminación de una obra pública y el reclamo del incumplimiento de contrato referido.
En apoyo a lo anterior, es imprescindible que se tenga en cuenta que en los contratos administrativos de obra pública, subsiste la obligación de las partes, por un lado el contratista que es quien se compromete con la autoridad municipal, a llevar a cabo una obra especifica en la cual se acuerdan por medio del contrato los términos y condiciones de la misma, siempre en estricto apego a la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, que establece los procedimientos para cumplir los plazos para que la contratante verifique la debida terminación de los trabajos conforme a las condiciones establecidas en el contrato, así como para la entrega–recepción de la obra, y para la elaboración del finiquito previsto en esta Ley, que son primordiales para considerar como definitiva la conclusión de un obra, elementos que en el presente asunto no se tienen acreditados por la actora.
Por esa razón, esta sala superior no cuenta con elementos para atender las pretensiones de la actora en su totalidad ya que no basta con afirmar que existe el incumplimiento de un contrato de esta índole por parte de las autoridades participantes y decir que hasta la fecha no se da el cumplimiento, es decir la apelante debe acreditar que existe un acto de autoridad completamente consumado y que sea definitivo para el caso que nos ocupa, esto con fundamento en los artículos 152, 153 y 154  de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, y cumpliendo con los procedimientos estipulados, se tendría como procedente en la vía, como a continuación se transcriben: 
“ARTÍCULO 152. El contratista comunicará a la institución, mediante escrito y nota en la bitácora, la conclusión de los trabajos que le fueron encomendados, para que ésta, dentro del plazo pactado, verifique la debida terminación de los mismos conforme a las condiciones establecidas en el contrato. Al finalizar la verificación de los trabajos, la institución contará con un plazo de quince días naturales para proceder a su recepción física, mediante el levantamiento del acta correspondiente; quedando los trabajos bajo su responsabilidad. 

ARTÍCULO 153. Recibidos físicamente los trabajos, las partes deberán elaborar el finiquito de los trabajos dentro del término estipulado en el contrato, el cual no podrá exceder de sesenta días naturales a partir de la recepción de mismos, en el que se harán constar los créditos a favor o en contra que resulten para cada uno de ellos; describiendo el concepto general que les dio origen y el saldo resultante. 

ARTÍCULO 154. De existir desacuerdo entre las partes respecto al finiquito, o bien, el contratista no acuda a la institución para su elaboración dentro del plazo señalado en el contrato, ésta procederá a elaborar y notificar un finiquito provisional dentro de un plazo de diez días naturales; una vez comunicado al contratista el resultado de dicho finiquito, éste tendrá un plazo de quince días naturales para alegar lo que a su derecho corresponda. Sí transcurrido este plazo no realiza alguna gestión, elaborará y notificará el finiquito definitivo en un plazo no mayor de diez días hábiles. 
Determinado el saldo total, la institución pondrá a disposición del contratista el pago correspondiente, mediante su ofrecimiento o la consignación respectiva, o bien, solicitará el reintegro de los importes resultantes; debiendo, en forma simultánea, levantar el acta administrativa que dé por extinguidos los derechos y obligaciones por ambas partes en el contrato.”
En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, este Tribunal es competente para conocer y resolver la presente controversia, y toda vez  que los agravios que hace valer la aquí apelante resultan parcialmente fundados, siendo esto suficiente para revocar el fallo impugnado de catorce de junio de dos mil veinticuatro, dictado en el Juicio contencioso administrativo **********, del índice de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, se declara la ilegalidad e invalidez de la negativa ficta, con relación a la solicitud de tres de abril de dos mi diecinueve, dirigido al Síndico Municipal de Aquismón, como representante legal del Municipio de Aquismón, San Luis Potosí, referente al cumplimiento de contrato de Obra Pública número **********, y por consecuencia el pago de factura número **********de veintiocho de diciembre de dos mil diecisiete, por concepto de primer estimación y finiquito de obra y por la cantidad de ********** relativo a la obra pública correspondiente a la modernización y ampliación del camino Tanchachín – La playita primera etapa en la localidad Tanchachin del Municipio de Aquismón, San Luis Potosí.
Por lo anterior, se ordena a las autoridades demandadas atiendan la solicitud de la actora, para efecto de emitir una resolución con respecto a lo peticionado, en términos de lo dispuesto por la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, debidamente fundada y motivada, en el que analice sus atribuciones y obligaciones, así como los requisitos necesarios para dar por terminada y entregada la obra pública referida, y de cumplir ambas partes con lo estipulado en los procedimientos de entrega y recepción de la obra, se pronuncie cuantificando el adeudo correspondiente que deberá subsanar a la actora, si hubiere saldo a favor o en contra conforme al registro de estimaciones elaboradas en su momento por ambas partes, y resuelva lo conducente conforme a derecho.
Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:
RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Tercera Sala Unitaria el quince de noviembre de dos mil veintidós, dictada en el juicio contencioso administrativo **********/2021/3, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando octavo de esta resolución.
SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la NEGATIVA FICTA configurada en relación la solicitud de tres de abril de dos mil diecinueve, dirigida al Síndico municipal de Aquismón, como representante legal del mismo Municipio del Estado de San Luis Potosí.
**********Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora y por buzón electrónico a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,
 que autoriza y da fe.- Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�“Artículo 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 29-31 del Toca.


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades.


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 


�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� Foja 243 del expediente de origen.


� Artículo 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente no habilitará los días.


� � HYPERLINK "https://www.inegi.org.mx/temas/uma/" �https://www.inegi.org.mx/temas/uma/�


� Fojas 68 y 69 del expediente de origen.


� Fojas 87 y 88 del expediente de  origen.


�“Artículo 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. 


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”


� Foja 122-125 del expediente de origen.


� Foja 145 y 146 del expediente de origen.


� Fojas 231-232 del expediente de origen


� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 241564 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 71, Cuarta Parte, página 43 Tipo: Aislada.


� “Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.


A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código.


Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.


Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.


En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.


Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”


� Registro digital: 202291, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.5o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, página 541, Tipo: Jurisprudencia


� “Artículo 248. Las sentencias se pronunciarán el Magistrado de la Sala.  …


La Sala, al pronunciar sentencia suplirá las deficiencias de la queja planteada en la demanda, siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agravio, pero en todos los casos se contraerá a los puntos de la litis. …”


�“Artículo 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: 


I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se con tienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y […]”


“Artículo 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.”


� “Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


�“Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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